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I. Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO

11137 REAL DECRETO-LEY 9/1982, de 30 de abril, por 
el que se modifican los artículos 25 y 31.2 del De- 
creto 2123/1971, de 23 de julio, oor el que se aprue- 
ba el texto refundido regulador del Régimen Es- 
pecial Agrario de la Seguridad Social.

El artículo diez punto tres de la Ley General de la Seguri­
dad Social, texto refundido, aprobado por Decreto dos mil se­
senta y cinco/mil novecientos setenta y cuatro, de treinta de 
mayo, establece que en la regulación del Régimen Especial

Agrario de la Seguridad Social debe tenderse a la homogenei­
dad por el Régimen General.

Por su parte, el articulo veinticinco punto dos del texto 
refundido por el que se regula el Régimen .Especial Agrario, 
aprobado por Decreto dos mil ciento veintitrés/mil novecientos 
setenta y uno, de veintitrés de iulio dispone que en ningún 
caso el nivel de protección de los trabajadores por cuenta pro­
pia de dicho Régimen Especial será inferior al establecido para 
los trabajadores por cuenta propia de la industria y de los 
servicios.

Incluida por el Real Decreto ciento setenta y siete/mil no­
vecientos setenta y ocho, de veintitrés de junio, la prestación 
de incapacidad laboral transitoria como mejora voluntaria en 
la acción protectora del Régimen Especial de la Seguridad So­
cial de los trabajadores por cuenta propia o autónomos, resulta
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oportuno considerar la inclusión de dicha prestación, asimismo, 
como mejora voluntaria, en la acción protectora del colectivo 
por cuenta propia del Régimen Especial Agrario, tanto en el 
campo de las contingencias generales como en el de las pro­
fesionales.

En virtud de lo expuesto, previa deliberación del Consejo 
de Ministros en su reunión del día treinta de abril de mil no­
vecientos ochenta y dos, y en uso de la autorización contenida 
en el artículo ochenta y seis de la Constitución,

DISPONGO:

Artículo primero.

El número dos del artículo veinticinco del texto refundido re­
gulador del Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social, 
aprobado por Decreto dos mil ciento veintitrés/mil novecientos 
setenta y uno, de veintitrés de julio, pasa a ser número tres, 
y en su lugar el número dos queda redactado en la forma si­
guiente:

«Dos. No obstante lo establecido en el número anterior, los 
trabajadores por cuenta propia del Régimen Especial Agrario 
podrán mejorar voluntariamente la acción protectora que dicho 
Régimen les dispensa incorporando la correspondiente a la con­
tingencia de incapacidad laboral transitoria, en las condicio­
nes y con los requisitos que se determinen reglamentariamente.»

Artículo segundo.

El número dos del artículo treinta y uno del texto refundido, 
a que se refiere el artículo anterior, quedará redactado en la 
forma siguiente:

«Dos. Por estas contingencias, asimismo, se otorgarán las 
prestaciones, tanto económicas como recuperadoras, que se con­
ceden a los trabajadores por cuenta ajena, en virtud de lo es­
tablecido en el artículo diecinueve; si bien, la prestación eco­
nómica por incapacidad laboral transitoria se otorgará como 
mejora voluntaria en las condiciones que reglamentariamente 
se determinen, y la cuantía de las prestaciones de protección 
a la familia estarán limitadas a la que perciban los trabajado­
res por cuenta propia en activo.»

DISPOSICION FINAL

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor al día siguien­
te de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a treinta de abril de mil novecientos ochen­
ta y dos.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
LEOPOLDO CALVO-SOTELO Y BUSTELO

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO

11138 REAL DECRETO 924/1982, de 17 de abril, sobre 
reclamaciones al Estado por salarios de tramita­
ción en juicios por despido.

La regulación del derecho de cobro de una cantidad equiva­
lente a la del importe de los salarios que hubiere dejado de per­
cibir el trabajador como consecuencia de un juicio de despido 
declarado improcedente requiere para su debida efectividad, y 
en evitación de dilaciones perjudiciales, se concrete cómo y ante 
quién ha de ejercitarse tal derecho, cuando la obligación recae 
sobre el Estado, según establece el artículo cincuenta y seis, 
apartado cinco, de la Ley ocho/mil novecientos ochenta, del 
Estatuto de los Trabajadores, asi como en el supuesto estable­
cido en el apartado último del articulo doscientos veintisiete 
del texto refundido de Procedimiento Laboral.

En su virtud, de acuerdo con el Consejo de Estado, a propues­
ta de los Ministerios de Hacienda y Trabajo y Seguridad Social 
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del 
día dieciséis de abril de mil novecientos ochenta y dos,

DISPONGO:

Artículo uno.—Lo dispuesto en el presente Real Decreto será 
de aplicación en los siguientes supuestos:

a) Cuando la sentencia de la Magistratura de Trabajo que 
declare el despido improcedente hubiera sido dictada transcurri­
dos más de sesenta días hábiles desde la fecha en que se tuvo 
por presentada la demanda por despido, supuesto en el que el 
trabajador, una vez firme la sentencia que obtuvo a su favor, 
podrá reclamar al Estado el pago de los salarios que excedan 
de esos sesenta días.

b) Cuando la sentencia que por vez primera declare el des­
pido improcedente fuera la del Tribunal superior que conoció

del recurso, supuesto en el que los salarios que excedan de 
sesenta días desde que se tenga por presentada la demanda, 
serán por cuenta del Estado.

c) Cuando la sentencia del Tribunal superior declare proce­
dente el despido, siendo el empresario el recurrente y habién­
dose optado por la indemnización, supuesto en el que el empre­
sario tendrá derecho a ser resarcido por el Estado de los 
salarios abonados durante la tramitación del recurso, si no hu­
biere utilizado los servicios del trabajador, siempre que tales 
salarios se hayan pagado puntualmente y con los requisitos 
legales.

Artículo dos.—Los trabajadores en los supuestos a) y b) y 
los empresarios en el supuesto c) del articulo anterior, podrán 
reclamar las cantidades correspondientes ante la Dirección de 
Trabajo y Seguridad Social de la provincia en que hubiera te­
nido lugar el juicio por despido, en el plazo de treinta días 
hábiles desde la firmeza de la sentencia.

Artículo tres.—Al escrito de reclamación deberá acompañar­
se certificación de la Secretaria de la Magistratura de Trabajo, 
testimoniando la sentencia declaratoria del despido, y haciendo 
constar su firmeza y las fechas de las actuaciones del procedi­
miento ante la Magistratura y, en su caso, ante el Tribunal 
superior, asi como los períodos a que se refiere el articulo cien­
to quince del texto refundido de la Ley de Procedimiento La­
boral.

Artículo cuatro.—En todos los casos en que no exista cons­
tancia suficiente en la documentación presentada o cuando el 
Director provincial de Trabajo y Seguridad Social lo considere 
conveniente, se unirá al expediente informe de la Inspección de 
Trabajo sobre la cuantía del salario en vigor durante la tra­
mitación del juicio.

Artículo cinco.—La Dirección Provincial de Trabajo y Seguri­
dad Social resolverá la reclamación dentro de los treinta días 
siguientes al de la fecha de su presentación, o en su oaso, desde 
que se hubiese completado la documentación que señala el ar­
tículo tres. Dicha resolución no será recurrible én la vía admi­
nistrativa.

Artículo seis.—En el caso de que la reclamación sea desesti­
mada por el Director provincial de Trabajo y Seguridad Social, 
o transcurrido el plazo de treinta días señalado sin que se dicte 
resolución, en el que se entenderá igualmente desestimada aqué­
lla, podrá el interesado entablar demanda ante la Magistratura 
de Trabajo que hubiese conocido del juicio por despido, dentro 
del plazo y con arreglo a las normas procesales que señala 
el articulo ciento catorce del Real Decreto legislativo mil qui­
nientos sesenta y ocho/mil novecientos ochenta, de trece de 
junio, que aprueba el texto refundido de la Ley de Procedimiento 
Laboral.

Articulo siete.—Los expedientes que se tramiten por las Direc­
ciones Provinciales de Trabajo y Seguridad Social como conse­
cuencia de las reclamaciones a que se refiere el presente Real 
Decreto tendrán naturaleza de urgentes a todos los efectos.

DISPOSICION ADICIONAL

Las obligaciones a que se refiere la presente disposición 
serán atendidas con cargo a los créditos consignados en los 
Presupuestos Generales del Estado.

DISPOSICION TRANSITORIA

Quienes tengan derecho a ejercitar las reclamaciones a que 
se refiere el presente Real Decreto por extinciones de la rela­
ción laboral acaecidas entre la entrada en vigor de la Ley ocho/ 
mil novecientos ochenta, de diez de marzo, del Estatuto de los 
Trabajadores, y la de la presente disposición, podrán presen­
tarlas en el plazo de dos meses desde la entrada en vigor del 
presente Real Decreto.

DISPOSICION FINAL

Se faculta a los Ministerios de Hacienda y Trabajo y Segu­
ridad Social para que dicten las disposiciones necesarias para 
la debida aplicación de este Real Decreto, que entrará en vigor 
al siguiente día de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Madrid a diecisiete de abril de mil novecientos 
ochenta y dos.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de la Presidencia,
MATIAS RODRIGUEZ INCIARTE
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ción.)


